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Q ue la declaración informativa de bienes y dere-
chos situados en el extranjero (modelo 720)

puede desincentivar la inversión de residentes españo-
les en cuentas, valores, seguros o inmuebles situados
en otros Estados de la Unión Europea (UE) parece claro
y, a mi juicio, no admite mucha discusión. A igualdad de
condiciones sobre la rentabilidad de un producto y ries-
go del mercado, el inversor español, muy probablemen-
te, preferirá invertir en bienes situados en España
antes que tener que pasar por el calvario que supone el
modelo 720. Y entonces, surge la duda sobre si el
modelo 720 es compatible con el derecho comunitario
o si atenta contra algún pilar básico de dicho ordena-
miento (libre circulación de capitales).

Adelanto mi conclusión: la existencia de una obliga-
ción de informar sobre las inversiones situadas en el extranjero es compatible con el derecho co-
munitario, pero no lo es tanto la actual regulación del modelo 720.

Así, el artículo 65 del Tratado de Funcionamiento de la UEpermite a los Estados miembros “adoptarlas
medidas necesarias para impedir las infracciones a su Derecho ynormativas nacionales, en particular,
en materia fiscal y de supervisión prudencial de entidades financieras, establecer procedimientos de
declaración de movimientos de capitales a efectos de información administrativa o tomarmedidas jus-
tificadas por razones de orden público o de seguridad pública”, si bien, añade el propio artículo, que
estas medidas no deben constituir una “restricción” encubierta a la libre circulación de capitales.

En este contexto, por “restricción” debemos entender (como hace el Tribunal de Justicia de la
UE) cualquier medida nacional que, aun cuando sea aplicable sin discriminación por razón de la
nacionalidad, pueda obstaculizar o hacer menos atractivo el ejercicio, por parte de los naciona-
les comunitarios (incluidos los del Estado Miembro autor de la medida), de las libertades funda-
mentales garantizadas por el derecho comunitario, entre ellas, la libre circulación de capitales.

El Tribunal de Justicia de la UE no se opone a las normativas nacionales que eviten activida-
des de planificación fiscal ilícita, pero sí prohíbe el uso de medidas anti-elusivas que no resulten
proporcionadas al fin perseguido (lucha contra la evasión o elusión fiscal) en la medida en que
se hubieran podido adoptar otras disposiciones que hubieran logrado, igualmente, dicho fin con
un mayor respeto a las libertades comunitarias.

En palabras de la propia Comisión Europea: “es preciso hallar el justo equilibrio entre el inte-
rés público de combatir las prácticas abusivas y la necesidad de evitar un restricción exagerada
de la actividad transfronteriza en el interior de la UE”. Lo que viene a significar, en definitiva, que
se puede establecer una obligación informativa a aquellos contribuyentes que deseen invertir en
otros mercados de la UE, pero dicha obligación debe ser proporcionada.

Y no parece proporcionado que la falta de presentacion de la declaración en plazo implique la im-
prescriptibilidad de los bienes declarados de forma extemporánea (no entro en si la imprescriptibilidad
es una medida equitativa para quienes no llegan a declarar nunca pero, desde luego, parece excesi-

vamente dura para quienes presenten la declaración fuera de plazo, siquiera un día después). Como
tampoco lo es la sanción que se puede imponer en caso de cumplimentación incompleta o incorrec-
ta de la declaración: “multa pecuniaria fija de 5.000 euros por cada dato o conjunto de datos (…) con
un mínimo de 10.000 euros”. Y mucho menos que se sancione igual el omitir un dato esencial para
identificar la inversión (por ejemplo, número de cuenta o número de ISIN del valor), que el proporcio-
nar información incorrecta sobre si el valor está representado o no mediante anotaciones en cuenta
(dato absolutamente accesorio) o el informar de manera incompleta o inexacta sobre el domicilio so-
cial de la entidad en cuyos valores se invierte (dato auxiliar una vez se ha proporcionado el ISIN).

Como se aprecia, la norma no distingue. Y aunque la Agencia Tributaria ha dado alguna pauta
sobre cómo se van a apreciar estas incorrecciones, sería deseable que lo hiciera la norma y no
la propia Hacienda, cuya interpretación no es fuente del derecho y nada impide que pueda cam-
biar estas pautas en el futuro.

También, desde el punto de vista formal, no parece razonable que el sistema de cumplimenta-
ción del modelo 720 esté configurado de tal forma que no se pueda preparar/presentar la decla-
ración si no se completa el campo relativo a si los valores están o no representados mediante ano-
taciones en cuenta, dado que nos encontramos ante un concepto no siempre conocido en otras
jurisdicciones. Hemos elegido sólo unos ejemplos, algu-
nos bastante surrealistas, como se aprecia, de situacio-
nes que se nos han presentado a la hora de cumpli-
mentar el modelo. Aunque, como cabe imaginar, la ca-
suística de disparates es mucho más amplia.

Esperemos, pues, que la Comisión Europea imponga
algo de cordura en todo este dislate. En este sentido, se
ha presentado una denuncia contra el Reino de España
por la regulación de esta declaración informativa de
forma contraria a la libre de circulación de personas y de
capitales. La reacción comunitaria siempre llegaría des-
pués de la finalización del plazo de presentación de la
declaración este año, que expira el 30 de abril, si bien
podría suponer modificaciones de cara a los próximos
ejercicios y, en todo caso, suavizar la dureza de las san-
ciones actualmente previstas.
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Que la declaración informativa de bienes y derechos situados
en el extranjero (modelo 720) puede desincentivar la inversión
de residentes españoles en cuentas, valores, seguros o inmue-
bles situados en otros Estados de la Unión Europea (UE) parece
claro y, a mi juicio, no admite mucha discusión. A igualdad de
condiciones sobre la rentabilidad de un producto y riesgo del
mercado, el inversor español, muy probablemente, preferirá
invertir en bienes situados en España antes que tener que
pasar por el calvario que supone el modelo 720. Y entonces,
surge la duda sobre si el modelo 720 es compatible con el dere-
cho comunitario o si atenta contra algún pilar básico de dicho
ordenamiento (libre circulación de capitales).

Hemos elegido sólo unos ejemplos, algunos bastante surrealis-
tas, de situaciones que se nos han presentado a la hora de
cumplimentar el modelo. Aunque, como cabe imaginar, la

casuística de disparates es mucho más amplia. Esperemos,
pues, que la Comisión Europea imponga algo de cordura en

todo este dislate. En este sentido, se ha presentado una denun-
cia contra el Reino de España por la regulación de esta declara-

ción informativa de forma contraria a la libre de circulación de
personas y de capitales. La reacción comunitaria siempre llega-

ría después de la finalización del plazo de presentación de la
declaración este año, que expira el 30 de abril, si bien podría

suponer modificaciones de cara a los próximos ejercicios.

N. MARTÍN


